Poder Judicial de la Nación


Expte. Nº 29439/2010 “ VEMA c/ MEG s/ Divocio” Juzg  Nº 9.-

///nos Aires, a los               6                días del mes de diciembre de 2011, reunidas las Señoras Jueces de la Sala “J” de la Excma.Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de la Capital Federal, a fin  de pronunciarse en los autos caratulados: “ VEMA c/ MEG s/ Divocio”
La Dra. Marta del Rosario Mattera dijo:

 
I.- A fs. 34/35 obra la sentencia apelada, en la cual se hace lugar a la demanda interpuesta decretando el divorcio vincular de MAVE  y EGM  en los términos del art 214 inc 2° del Código Civil, con costas al perdidoso.-

 
Contra dicho pronunciamiento se alza el demandado quien funda su recurso en la pieza obrante a fs. 46/48, cuyo traslado es respondido a fs. 49/56, en el que se solicita su rechazo y la confirmación de la sentencia de grado.-

 
A fs. 57 dictamina el Sr. Fiscal ante esta Cámara, considerando que en la especie no puede soslayarse que la declaración de rebeldía en nuestro derecho procesal, no exime al accionante de acreditar los extremos de su pretensión y que en esa inteligencia, resulta decisiva la suerte adversa que debe seguir la demanda incoada, solicitando la revocación de la sentencia en crisis.-

  
A fs. 59, se dicta el llamado de autos a sentencia, providencia que se encuentra firme, encontrándose las actuaciones en condiciones de resolver.-

  
II.- El apelante funda su queja en que ambos llevan una vida en común, que lejos se encuentra de la ruptura, que continúan juntos y conviviendo en la misma vivienda que habitan desde hace años, y que su vida matrimonial dista de estar quebrantada, sostiene en virtud de ello que no se encuentran reunidos los requisitos exigidos por el art 214 inc 2° del CC, y por lo que no configurándose la causal objetiva corresponde la revocación de la sentencia apelada.-

  
En principio cabe señalar que de las constancias de la causa y ante la incontestación del accionado  a fs. 21 se lo declaró rebelde en los términos del art 59 del CPCC, a fs. 22 EG M , toma intervención en autos, cesando a su respecto a fs. 23 la rebeldía decretada.-


A fs 26 el Sr. Fiscal de primera instancia considerando que toda vez que los actores viven en el mismo domicilio, estima que no se  encuentran reunidos los extremos exigidos por el art 214 inc 2° del CC.-


A fs. 27 el magistrado de grado atento que la causal objetiva en que se fundamentó la demanda instaurada, no fue controvertida por la parte demandada, declaró la cuestión como de puro derecho.- 

         Corrido el pertinente traslado el accionante consintió dicha declaración y en relación a la vista conferida al  Ministerio Público y  sin perjuicio de lo que manifestara en su anterior dictamen, señala a fs 31 que  la declaración de puro derecho dictada, lleva a inferir que a criterio del setenciante obran en la causa elementos suficientes para resolverla a la luz de la normativa vigente estimando, que se puede dictar sentencia en los términos del art 214 inc 2 del CC.-

         Cabe señalar entonces que la resolución quedó firme por lo que mal puede en esta instancia pretenderse que se examine la exactitud o inexactitud del material probatorio aportado por la accionante al comienzo de este pleito.-

        En este sentido, el principio de preclusión impide que se renueve el debate respecto de aquellas cuestiones que han sido decididas en la causa mediante resoluciones firmes (conf. Palacio "Derecho Procesal Civil", T. 1 Pág. 282) y definitivamente consolidadas durante la sustanciación de la causa.-

        El debido acatamiento a este principio procesal, lleva a concluir que la pérdida del ejercicio de una facultad procesal no solo alcanza a las partes sino también al órgano jurisdiccional, por lo que los actos consentidos y firmes quedan irrevocablemente incorporados al proceso.-

        No puede volverse sobre ella, por haberse "consumado" dicha facultad (conf. Palacio, Lino E., "Derecho Procesal Civil", t. I, N° 34, con cita de Chiovenda en N° 97, ps. 284/7) ya que cuando por resolución firme la causa es declarada como de puro derecho, existe sobre el punto cosa juzgada  y con respecto a este instituto cabe hacer referencia a que el mismo  se asienta en dos principios: 1) la extinción del ejercicio de la pretensión que impide su renovación en otro juicio y 2) la necesidad de seguridad jurídica a fin de dar estabilidad a las relaciones de derecho, tanto en lo sustancial como procesal (Keilmanovich, Jorge L. “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- Comentado-Anotado” T.I, págs. 234/235; Falcón, Enrique M. “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- Anotado- Concordado- Comentado” ed. Abeledo Perrot, T.II, pág. 171; Colombo, Carlos J. “Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- Anotado y Comentado” ed. Abeledo Perrot, T.I, págs. 294 y sigs.).-

      Este instituto se funda en la preclusión de todas las cuestiones aptas para comprobar el bien alegado en juicio, no sólo de las cuestiones alegadas y decididas, sino también de aquellas que hubieran podido ser alegadas y no lo fueron, de tal manera, que a la parte que se le reconoció un bien no sólo tiene derecho a conseguirlo prácticamente frente a la otra, sino que no puede sufrir de ésta ulteriores ataques a ese derecho y a este goce (Chiovenda, Guiseppe “Instituciones de Derecho Procesal Civil”, T.I, págs. 383 y sigs.; esta Sala,26/8/2010 Expte. nº 77.485. “Malm Morgan, Andrés Gustavo Antonio c/Leconte, María Margarita Noemí s/divorcio).-


     Por ello desde ya adelanto que los agravios articulados deben ser desestimados, por una cuestión de elemental seguridad jurídica; pues no puede volverse a reeditar un acto ocurrido, que decidió un tema sustancial, que se encuentra firme y consentido.-

    Por otra parte los fundamentos ahora planteados no fueron sometidos a consideración del magistrado de grado por lo que también operaría la limitación específica contendida en el art 277 del CPCC.-

    Sin perjuicio de lo hasta aquí expuesto, cabe señalar que a criterio de este Tribunal la declaración de rebeldía del accionado resulta insuficiente para tener por demostrados los hechos articulados por el cónyuge demandante, si  bien es cierto que el rebelde ha perdido la oportunidad, por negligencia, de ejercer su derecho de defensa, y que las pruebas aportadas por la actora serán tomadas como presunción de verdad de los hechos relatados en la demanda, ello no releva a quien insta el proceso del onus probandi de los hechos en que funda su petición.- 

     Así hemos sostenido que “si bien la declaración de puro derecho no impide la dilucidación de los hechos controvertidos a partir de constancias agregadas en la causa y en principio, procede cuando no fueron ofrecidas pruebas o ante hechos  controvertidos, o cuando no se hubieren alegado hechos conducentes, incluso cunado las partes no la soliciten y no hayan sido controvertidos los hechos, corresponde disponer la apertura a prueba de oficio si se trata, como en autos, de un asunto de naturaleza indisponible. De tal forma cuando es necesario cerciorarse y hacerse de los medios de averiguación necesarios en cuestiones en las que reina el interés público debe probarse en autos la causal alegada por el actor en los términos del art 214 inc 2° del Código Civil y resulta esta una cuestión indisponible para las partes que requiere ponderar aspectos de hechos y de prueba”(Conf CNCiv, esta sala,  4/7/2008, expte N° 88704/2007, “Monteleone Nicolás Alberto c/ Sipsa Silvia Liliana s/Divorcio art 214 inc 2° Código Civil”

Por lo expuesto, propongo:

1) Confirmar la sentencia apelada en todo lo que ha sido motivo de agravios.

2) Costas de la Alzada a la demandada vencida (art. 68 del Código Procesal).

3) Notificar al Fiscal General.

Las Dras.Zulema Wilde y Beatriz A.Verón adhiern al voto precedente.

Con lo que terminó el acto, firmando las Señoras Vocales por ante mí que doy fe.-

///nos Aires, diciembre                               de 2011.-


Y VISTOS: Lo deliberado y conclusiones establecidas en el Acuerdo precedente transcripto el Tribunal RESUELVE:

       Confirmar la sentencia apelada en todo lo que ha sido motivo de agravios.

Costas de la Alzada a la demandada vencida (art. 68 del Código Procesal).

Notificar al Fiscal General.

            Para conocer los honorarios regulados a fs 35 y fueran apelados a fs 38.-

           En atención al monto comprometido, naturaleza del proceso, calidad, eficacia y extensión del trabajo realizado, cantidad de etapas cumplidas, resultado obtenido, y de conformidad con lo dispuesto por los arts. 1,6, ,30,37,38,49 y ccds. de la ley 21.839, modif. de la ley 24432, por resultar ajustadas a derecho se confirma la suma fijada en la instancia precedente.-

              Por la labor realizada en la Alzada, de conformidad con las pautas fijada por el art. 14 de la ley 21.839, regúlense los honorarios de la Dra. Maria Eugenia Abregu letrada patrocinante de la parte actora, en la suma de pesos quinientos ($500) y los de la Dra. Mariana Laura Magni en la suma de pesos trescientos cincuenta($350).             

             Regístrese, notifíquese y devuélvase.
